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1. EL MITO DE LAS LENGUAS DE ESPAÑA (*)

A) La España diferente

En una dimensión española la política actual en materia lingüís-
tica (nuestro característico régimen de cooficialidad, el necesario fo-
mento de las lenguas regionales, el uso de dichas lenguas en un pla-
no institucional, etc.) se ha convertido en un mito incontestable (1).

En cambio, en una dimensión europea la política lingüística es-
pañola es discutible.

Adelanto que la intención de este trabajo no es ni defender un régi-
men de cooficialidad lingüística ni tampoco lo contrario, pues lo único
que quiere hacerse es verificar científicamente un resultado, dejando al
lector la cuestión acerca de si no sería necesario un cambio de rumbo.

A dicho resultado llegaremos, primero, conociendo la política lin-
güística en España y, segundo, observando si dicha política tiene pa-
rangón con la de cualquiera de los Estados europeos comparables
con España (Gran Bretaña, Francia, Italia y Alemania).

(*) El presente trabajo es, asimismo, una conferencia del autor en Estrasburgo (Con-
sejo de Europa) el 19.1.2002: «Langues et Constitutions de l'Europe». Por otra parte, las
tesis de este trabajo se desarrollan en mi libro (ensayo) España no es diferente, Ed. Tecnos,
Madrid, febrero 2002.

(1) Este tipo de planteamientos arraigan hoy en la mente de cualquier español, inclu-
so en la de aquéllos que no se presentan vinculados a radicalismos políticos nacionalistas.
Véase, por todos estos enfoques, el reciente trabajo de G. DE LA HUERGA FIDALGO, Las len-
guas oficiales en las Administraciones públicas, núm. 154 de esta REVISTA (2001), pág. 323.
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La mención al régimen jurídico de las lenguas de España debe
empezar recordando la Constitución cuando afirma que el castellano
es la lengua oficial del Estado y que todos los españoles tienen el de-
ber de conocerla y el derecho a usarla, a pesar de que también se
dice que las demás lenguas españolas serán oficiales en las respecti-
vas Comunidades Autónomas de acuerdo con sus Estatutos.

Se añade, además, que la riqueza de las distintas modalidades
lingüísticas de España es un patrimonio cultural que será objeto de
especial respeto y protección. Este artículo 3 se relaciona, obviamen-
te, con los demás preceptos de la Constitución relativos al derecho a
la autonomía de las nacionalidades y regiones. A propósito de la «ri-
queza cultural», la STC 337/1994 sienta que «la Constitución recono-
ce que la variedad plurilingüe de España es una riqueza y constituye
un patrimonio cultural digno de especial respeto y protección, presu-
poniendo no sólo la coexistencia sino la convivencia de ambas len-
guas cooficiales para preservar el bilingüismo».

En el plano legislativo interesan sobremanera las llamadas Leyes
de Normalización Lingüística que han dictado las Comunidades Au-
tónomas del País Vasco, Cataluña, Galicia, Valencia, Islas Baleares,
así como la Ley Orgánica de Amejoramiento del Régimen Foral de
Navarra (2).

De todo este conjunto normativo podrían destacarse dos ideas
principales: primero, el empleo de las «lenguas regionales» no se cir-
cunscribe a un ámbito privado, por alcanzar también validez en una
esfera pública o institucional; segundo, no es suficiente con la «liber-
tad» lingüística, ya que hace falta, igualmente, «fomentar» el uso de
las lenguas propias.

Más detalladamente, las distintas Leyes de Normalización siguen
básicamente un mismo esquema: en el ámbito público institucional,
que interesa, afirman que en las relaciones entre los ciudadanos y
«la Administración Pública en el ámbito territorial de la Comunidad
Autónoma se usará la correspondiente lengua de dicha Comunidad»,
así como en sus relaciones con la Administración de Justicia («po-
drán usar cualquiera de las dos lenguas oficiales»).

(2) En Cataluña, además, es preciso tener en cuenta la Ley 1/1998, de 7 de enero, de
política lingüística. Esta norma sustituye y desarrolla en parte la Ley de normalización lin-
güística y ha sido desarrollada por polémicos Decretos objeto de diferentes recursos,
como, por ejemplo, el de cuotas de pantalla cinematográficas. Esta Ley ha sido aplaudida,
desde una perspectiva autonomista, por permitir la «posibilidad de intervenir en el ámbito
privado de forma coactiva» en favor del catalán. Vid. A. NOGUFIIRA LÓPEZ, en «Revista Vas-
ca de Administración Pública», 58, 2000, págs. 290 y ss.

Sobre los últimos avances en materia lingüística, véase, en la misma revista citada en
último lugar (núm. 59, 2001, págs. 289 y ss.), E. COBREROS MHNDAZONÍA, La normativa sobre
el euskera publicada en 2000. Sobre los progresos del vasco en Navarra informa I. AGIRRE-
AZKÜENAGA, Dictamen a requerimiento del Alcalde de Lekunberri, en la misma revista (núm.
59,200,1 págs. 408 y ss.).
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La «lengua propia» es también lengua oficial en la enseñanza en
todos los niveles educativos. Es, además, aquélla la «forma oficial»
para expresar los topónimos. Y se erige asimismo en la lengua de los
medios de comunicación, e incluso de las empresas públicas y de
servicio público.

Además, se prevén medidas de fomento cuya ratio es lograr una
progresiva implantación de dichas lenguas a todos los niveles, así
como medidas de promoción de la «lengua propia» en el extranjero,
y el llamado «mérito preferente» (para quienes la conozcan) a efec-
tos de la resolución de concursos de oposiciones para proveer los
puestos de Magistrados, Jueces, Secretarios judiciales, Fiscales y to-
dos los funcionarios al servicio de la Administración de Justicia, así
como Notarios, Registradores de la Propiedad y Mercantiles. En la
Comunidad de Valencia se prevé la progresiva implantación del va-
lenciano a los municipios donde históricamente se ha hablado el cas-
tellano, enumerados en un anexo legal.

Este sistema diseñado en las Leyes de Normalización Lingüística
de las Comunidades Autónomas ha sido, en lo fundamental, aproba-
do por el Tribunal Constitucional (SSTC 82, 83 y 84/1986, de 26 de
junio). A dicho sistema no se opone, según el Alto Tribunal, el hecho
de que el Estado tenga competencia exclusiva respecto de «las condi-
ciones básicas que regulen la igualdad de todos los españoles» en el
ejercicio de sus derechos y cumplimiento de sus deberes, así como
otros títulos competenciales que se derivan de la Constitución.

Cuando esta legislación ha sido afectada por el Tribunal Constitu-
cional, la inconstitucionalidad ha afectado a cuestiones menores, no
de sistema, como ilustran los tres casos siguientes:

Primero, cuando el Tribunal Constitucional entendió que la Ley
vasca realizaba la «exclusión del castellano» «en razón de la determi-
nación sociolingüística del municipio» (STC 82/1986) (3).

Segundo, cuando el TC reaccionó contra la pretensión de la Ley de
Normalización Lingüística catalana de mantener que «en caso de inter-
pretación dudosa el texto catalán será el auténtico», ya que supone una
primacía del catalán no aceptable constitucionalmente (STC 83/1986).

Tercero, cuando el TC no concedió el aprobado a la Ley gallega
en tanto en cuanto afirmaba un «deber de los gallegos de conocer su
propia lengua» (STC 84/1986), ya que constitucionalmente existe un
deber de conocer el castellano pero sólo un derecho a conocer la len-
gua autonómica.

(3) Sobre el vasco como lengua. Parlamento Vasco, Ley Básica de Normalización del
uso del euskera, Vitoria, 1991, y E. COBREROS MENDAZONA, El régimen jurídico de la ofciali-
daddeleuskara, Oñati, 1989.
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Un límite claro es, por tanto, la exclusión de una lengua cooficial.
En este sentido, ha cobrado recientemente actualidad un modesto
Auto del Juzgado núm. 14 de Barcelona (recurso 197/2000 AP) que
ha suspendido cautelarmente un acuerdo de la Junta de Gobierno de
la Universidad Pompeu Fabra donde se declaraba el uso preferente
del catalán en dicha Universidad y en sus relaciones con terceros. Se-
gún el Juzgado, «choca, al menos inicialmente, que un ente que ni es
territorial ni entre los territoriales sea el Estado o una Comunidad
Autónoma, pueda tener un idioma oficial propio y además éste pa-
rezca contrapuesto al castellano o español, que como lengua oficial y
propia de todos los españoles, es en Cataluña para todos tan lengua
oficial o lengua propia como el catalán» (puede verse la noticia del
periódico «La Razón» de 15 de junio de 2000, con otras referencias).

En esta línea, una Sentencia del TSJ de Cataluña de 18 de enero
de 2001 («AA», 154, núm. 7, 2001) ha declarado nulos de pleno dere-
cho varios artículos de un reglamento de uso de la lengua catalana
en la Universidad Rovira Virgili, toda vez que contenían mandatos
concretos y específicos cuyo significado excluyen te era claro y mani-
fiesto, impidiendo una interpretación distinta a la de su significación
estrictamente literal que hubiera hecho posible buscar judicialmente
su compatibilidad con el ordenamiento jurídico.

La ratio del sistema está en la idea de la cooficialidad, presupo-
niéndose siempre que el Estatuto de Autonomía correspondiente re-
conoce la «lengua propia» como oficial. Porque en una determinada
Comunidad Autónoma puede haber lengua propia sin reconocimien-
to de su oficialidad (v. gr., Asturias). En este contexto es obligado re-
cordar la STC 27/1996, de 15 de febrero, donde se desestima un re-
curso de amparo electoral contra el acto de la Administración electo-
ral en el que se declaraba la no proclamación de la candidatura por
presentarse ésta en idioma bable, ya que dicho idioma no es oficial
conforme al Estatuto de Autonomía de Asturias (4).

El sistema de las Leyes de Normalización Lingüística de las Co-
munidades Autónomas ha sido criticado en un plano doctrinal.
Según la voz autorizada de Tomás Ramón FERNÁNDEZ, el quid no es-
taría tanto en las Leyes de Normalización como en las prácticas ad-
ministrativas que con «astucia y disimulo» se siguen en las Comuni-

(4) Esta jurisprudencia ha sido, no obstante, matizada en sentencias posteriores
(SSTC 48 y 49/2000). En la primera se otorga el amparo solicitado (por vulneración del ar-
tículo 23 de la CE), frente a la denegación de una candidatura presentada en bable (no en
español), ya que la voluntad de concurrir a las elecciones era manifiesta, ya que la modali-
dad lingüística utilizada era comprensible y ya que se habían cumplido los demás requisi-
tos previstos en la ley. En la STC 49/2000 se deniega el amparo (ante igual pretensión)
considerando que lo pretendido no podía ventilarse por el específico cauce del amparo
electoral.
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dades Autónomas de recibo, a fin de erradicar el castellano, prácti-
cas que pretenden ampararse en atribuciones legales en blanco por
parte de dichas leyes en favor de sus respectivas Administraciones:
«existe una calculada imprecisión de estas normas y una absoluta
discrecionalidad que se concede a las autoridades administrativas
llamadas a concretarla y aplicarla» (5).

Sobre la delimitación competencial entre el Estado y las CC.AA.,
en particular, es preciso partir de que tanto el Estado como las
CC.AA. pueden incidir en la regulación en la materia respetando el
bloque de constitucionalidad integrado por la Constitución y los Es-
tatutos de Autonomía y de acuerdo con el reparto general de compe-
tencias. La competencia en este ámbito lingüístico se califica, pues,
como «concurrente».

En este sentido, la STC 56/1990 (aplicando la doctrina de la STC
82/1986 en el ámbito de la justicia) llega a la conclusión de que «en
tanto en cuanto la Constitución reserva como competencias exclusi-
vas del Estado la Administración de Justicia (art. 149.1.5) y la legis-
lación procesal (art. 149.1.6) debe ser el Estado quien regule el uso
de las lenguas dentro de la Administración de Justicia y la legislación
procesal, sin perjuicio de que las Comunidades Autónomas puedan
regular el alcance inherente al concepto de cooficialidad, tal y como
viene establecido en el artículo 3.2 de la Constitución y en los artícu-
los correspondientes de los Estatutos de Autonomía».

Esto último es lo que hacen distintos artículos de las Leyes de
Normalización Lingüística de las CC.AA. Por consiguiente, dadas las
reservas competenciales del artículo 149.1, apartados 5 y 6, y no
existiendo competencia exclusiva sino concurrente, el Estado es
competente para regular el uso de las lenguas en el seno de la Admi-
nistración de Justicia.

De ahí que, en términos generales, en caso de litigio entre el Esta-
do de la Nación y la Comunidad Autónoma acerca del uso de la len-

(5) Este trabajo citado en último lugar se encuentra en «REDA», 87, 1995; véanse
también J. BAÑO LEÓN, «REDA», 54, 1980; A. MILIAN I MASSA.NA, «Autonomies», 2/3 y 21, y
en «Revista de Derecho Constitucional», 10, 1984, y en «Revista Vasca de Administración
Pública», 54, 1999; L. J. SEGURA GINARD, «Autonomies», 1/2; A. LÓPEZ BASAGUREN, «Autono-
mies», 9; E. COBREROS MENDAZONA, «Autonomies», 12; asimismo, es obligada la consulta
del libro de Leopoldo TOLIVAR ALAS, Las libertades lingüísticas, 1987, y el de Aurelio GUAITA
MARTORELL, Lenguas de España y el artículo 3 de la Constitución, Madrid, 1989; A. LÓPEZ
GARCIA, El rumor de los desarraigados. Conflicto de lenguas en la península ibérica, Ed. Ana-
grama, Barcelona, 1985; M. SIGUAN, La Europa de las lenguas, Ed. Alianza, Madrid, 1996, y
D. ORDÓÑEZ SOLIS, Cuestiones lingüísticas y normativas de Derecho comunitario europeo,
«Revista de Derecho Comunitario Europeo», 2, 1998,págs. 593 y ss.; J. ASTOLA MADARIAGA,
Poder regional de la Unión Europea, IVAP, Bilbao, 1994; G. VANDERSANDEN, L'Europe et les
re'gions, Université de Bruxelles, Bruselas, 1997; J. ZILLER, Administrations comparées. Les
systémes administratifs de l'Europe de Douze, Montchrestien, París, 1993.
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gua, el punto de partida es observar quién, de ambos, ostenta la com-
petencia. En esta línea, la STC 87/1997 confirma la constitucionali-
dad del artículo 36.1 del Reglamento estatal del Registro Mercantil,
donde se establece que los asientos regístrales se practiquen en caste-
llano, ya que «en los ámbitos de competencia estatal la competencia
autonómica no puede imponer el uso de la lengua» (véase sobre el
particular, asimismo, la STS de 15 de marzo de 2000, Ar. 3065).

B) La Administración local

Referencia obligada es el RD 2568/1986, de 28 de noviembre, por
el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y
Régimen Jurídico de las Entidades Locales (ROF). Después de una
primera versión más respetuosa con la lengua oficial del Estado, me-
diante una corrección de errores se reforma aquélla quedando como
sigue: «las convocatorias de las sesiones, los órdenes del día, mocio-
nes, votos particulares, propuestas de acuerdo y dictámenes de las
Comisiones informativas se redactarán en lengua castellana o en la
lengua cooficial en la Comunidad Autónoma a la que pertenezca la en-
tidad, conforme a la legislación aplicable y a los acuerdos adoptados al
respecto por la correspondiente Corporación». Asimismo, «en los de-
bates podrán utilizarse, indistintamente, la lengua castellana o la
cooficial de la Comunidad Autónoma respectiva» (art. 86).

Tampoco en este caso se han hecho esperar las críticas. Es claro
que este precepto, desde el momento en que se remite a la «legisla-
ción aplicable», propicia que la lengua española llegue a estar ausen-
te, por no existir una «legislación aplicable» estatal de uso del caste-
llano y, en cambio, exista una legislación autonómica «aplicable». De
ahí que, según F. SOSA WAGNER, la exclusión del castellano o español
hace «temer la inconstitucionalidad» del ROF (6).

De ahí, en todo caso, la significación que cobra la praxis jurispru-
dencial, como posible límite frente a los excesos que pueden llegar a
cometerse, aunque la solución del grueso del problema no debería
remitirse a sede judicial, por corresponder más bien al legislador to-
mar cartas en el asunto.

Siguiendo la tesis de la STC 82/1986, antes comentada, la Senten-
cia del TSJ de Navarra de 13 de junio de 1997 anula, por vulnerarse
la Ley Foral del Vascuence de 15 de diciembre de 1986, un acuerdo
de una Corporación local navarra donde se disponía que la redac-

(6) F. SOSA WAGNER, Manual de Derecho local, Pamplona, 1999, págs. 148 y 149, tam-
bién para la consulta de otros interesantes argumentos.

160



SPAIN IS DIFFERENT

ción de los acuerdos había de hacerse en vasco, considerando que
bastaba con contestar en castellano a quien efectuara una petición o
escrito en esta lengua.

Pero la cuestión puede no resolverse de forma tan nítida por los
tribunales. La STS de 14 de octubre de 1998 (Ar. 7700) confirma la le-
galidad de un Acuerdo municipal de un Ayuntamiento vasco donde se
adoptaba no el castellano, sino la lengua cooficial, a efectos del «uso
del idioma en el funcionamiento de la Administración municipal». El
Tribunal Supremo confirmó la validez del acuerdo, por considerar su-
ficiente la intención del Ayuntamiento de «respetar los derechos lin-
güísticos individuales y colectivos» por referencia al castellano.

Otra fuente de litigios son las ordenanzas locales de «señalización
vial y nombres de calles». En este sentido, la STS de 15 de febrero de
1999 (Ar. 384) se enfrentaba con la posible ilegalidad de un acuerdo
adoptado por el Pleno de la Corporación donde se disponía que las
calles tenían que ser rotuladas de manera bilingüe. La impugnación
pretendía que constara, exclusivamente, el rótulo en vasco. El Tribu-
nal Supremo estimó esta pretensión considerando que el Ayunta-
miento no había respetado los trámites necesarios para la modifica-
ción de la normativa lingüística vigente, y donde se preveía que to-
das las placas tenían que escribirse exclusivamente en euskera.

En todo caso, «aunque no puede mantenerse que en modo alguno
carezcan [las entidades locales] de competencia en materia lingüísti-
ca, lo cierto es que deben ejercerla de acuerdo con lo establecido por
la normativa que integre el ordenamiento jurídico específico de la Co-
munidad Autónoma en cuestión» (STS de 16 de noviembre de 1998,
Ar. 9272). Dichos entes no pueden, mediante ordenanzas o acuerdos,
irrogarse facultades de ordenación de su propio régimen lingüístico,
desconsiderando las competencias de la Comunidad Autónoma.

Tanto en esta sentencia citada en último lugar como en la STS de
21 de septiembre de 1998 (Ar. 7184), se sienta que un Ayuntamiento
(de la Comunidad Valenciana en el presente caso) no tiene compe-
tencia para imponer que los escritos y publicaciones en idioma va-
lenciano se adecúen, en cuanto a su ortografía, a las normas dicta-
das por la Academia de Cultura Valenciana, ya que la competencia
para la normalización lingüística corresponde a la Comunidad Autó-
noma (conforme al artículo 34 de la Ley autonómica de Uso y Ense-
ñanza del Valenciano).

Pero el litigio más significativo en este contexto es el que resuelve
la Sentencia del Tribunal Supremo de 25 de septiembre de 2000 (7).

(7) Dicha sentencia puede, por ejemplo, verse publicada en la revista «AA», 8, 2001,
§ 144, pág. 561.
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Este supuesto se refiere al caso de un Ayuntamiento que quiere li-
bremente usar el español frente a la imposición de la Administración
autonómica (en el presente supuesto, la Xunta de Galicia) de utilizar
el gallego en todos los órdenes oficiales y a emplear el nombre de
«A Coruña» en lugar de «La Coruña». El Tribunal Supremo, después
de examinar la legislación aplicable con una larga cita de preceptos
normativos de todo rango, concluye que es legítimo que se obligue a
dicho Ayuntamiento a usar el gallego. Este fallo no ha quedado libre
de críticas (8).

Sin embargo, es ilegal una ordenanza local que establece que las
actividades internas de carácter administrativo se realizarán en eus-
kera, pues vulnera los derechos de las autoridades y funcionarios
castellano-parlantes, así como también lo es el precepto de dicha or-
denanza que omite la necesidad de que la señalización y todo tipo de
anuncios hayan de figurar en castellano, y los preceptos que aluden
a la necesidad de que se empleen el castellano y el euskera en las ci-
tadas actividades.

Finalmente, téngase en cuenta que la jurisprudencia que va a co-
mentarse seguidamente puede también afectar a la Administración
local (v. gr., procedimientos, asuntos de personal), junto a las demás
Administraciones.

C) Justicia

La cuestión lingüística en las actuaciones judiciales se regula en
el extenso artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 6/1985,
de 1 de julio. Aunque en principio se afirma que dichas actuaciones
se llevarán a cabo en castellano, se arbitra la posibilidad de que, tan-
to el personal de los órganos jurisdiccionales como las partes o sus
representantes, empleen la lengua oficial de la Comunidad Autóno-
ma (en el primer caso cuando ninguna de las partes se opusiere ale-
gando desconocimiento de ella que pudiere producir indefensión).
Se reconoce asimismo la facultad de que el Juez o Tribunal habilite
un intérprete (9).

El artículo 231 contiene, además, un cuarto párrafo donde se
dispone (en su redacción vigente tras la Ley Orgánica 16/1994 y

(8) Pueden verse las del Alcalde de dicho Ayuntamiento en el periódico «Expansión»
de 7 de octubre de 2000. Otra sentencia sobre el particular es la STS de 21 de febrero de
2000 (Ar. 1543), donde se reafirma la competencia de la Generalidad de Valencia para
cambiar el nombre del municipio de Valí de Uxó por La Valí d'Uxó.

(9) Puede verse I. AGIRRÜAZKUENAGA, en «RVAP», 57, 2000, págs. 199 y ss., y J. F. ET.
XHBERRIA GURIDI, en «RVAP», 53, 1999, págs. 84 y ss.
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STC 105/2000) que las actuaciones judiciales realizadas y los docu-
mentos presentados en el idioma oficial de una Comunidad Autó-
noma tendrán, sin necesidad de traducción al castellano, plena
validez y eficacia. De oficio se procederá a su traducción cuando
deban surtir efecto fuera de la jurisdicción de los órganos jurisdic-
cionales situados en la Comunidad Autónoma, salvo si se trata de
Comunidades Autónomas con lengua oficial propia coincidente.
También se procederá a su traducción cuando así lo dispongan las
Leyes o a instancia de parte que alegue indefensión (nos remitimos
también a los artículos de la LEC 142 —lengua oficial—, 143 —in-
tervención de intérpretes— y 144 —documentos redactados en
idioma no oficial—, sin modificaciones de fondo respecto del régi-
men de la LOPJ).

Tres son los problemas que pueden destacarse en este contexto.
El primero se refiere a la legitimidad misma de este sistema desde el
punto de vista constitucional. Según la STC 56/1990 (que se enfrenta
con este problema en el FJ 41), se justifica dicho sistema ya que, por
una parte, el carácter de lengua oficial de ámbito general del caste-
llano y el artículo 3 de la CE llevan consigo que «esta lengua sea ge-
neralmente usada en el ámbito de la Administración de Justicia».
Y, por otra parte, el régimen particular previsto en los distintos párra-
fos del articulo 23 ¡ LOPJ en favor de la aplicación de la lengua autonó-
mica es coherente con la idea de cooficialidad.

El segundo problema lo plantea el llamado «mérito preferente».
En sintonía con las Leyes de Normalización Lingüística se sitúan los
Acuerdos del Consejo General del Poder Judicial, donde se reconoce
«el mérito preferente del conocimiento oral y escrito del idioma y del
Derecho Civil Especial o Foral propio de determinadas Comunidades
Autónomas». A estos Acuerdos acompañan los correspondientes
Convenios de los Consejos de Gobierno de las CC.AA. (por todos, el
vasco sobre normalización del uso del euskera en determinados ám-
bitos de la Administración de Justicia en la Comunidad Autónoma
vasca), donde se prevén numerosas medidas de apoyo de esta lengua
(véanse también los artículos 109 y ss. del Reglamento 1/1995, de 7
de junio, de Carrera Judicial, en redacción dada por el Acuerdo de 25
de febrero de 1998 del Pleno del CGPJ).

No deja de ser significativo que en la carrera judicial, ni en el mo-
mento de la oposición ni en alguno posterior, se valore, por ejemplo,
el conocimiento del inglés o el francés y que, en cambio, se valore el
conocimiento del catalán o el gallego (!).

Sin embargo, a tenor de la STC 56/1990, «la circunstancia de que,
en lo que se refiere a la provisión de plazas de vacantes la LOPJ guar-
de silencio sobre la valoración como mérito preferente de la especia-

163



SANTIAGO GONZÁLEZ-VARAS IDAÑEZ

lización en el Derecho propio de la Comunidad Autónoma para las
plazas de aquellas Comunidades que así lo han regulado en los Es-
tatutos de Autonomía, no implica que aquélla esté desconociendo
las previsiones estatutarias». Según el TC, «el órgano competente
para desarrollar las previsiones de aquélla o para convocar las co-
rrespondientes pruebas selectivas deberá tener en cuenta las exi-
gencias estatutarias en orden a establecer como mérito preferente
el conocimiento de la lengua propia y del Derecho, también, propio
de la respectiva Comunidad Autónoma (...)»• Se entiende, así, la
praxis del Consejo General del Poder Judicial a la que antes nos re-
feríamos (10).

En cambio, se ha conseguido por el momento poner freno, por
parte del Consejo General del Poder Judicial (en un reciente informe
firmado por unanimidad), a la pretensión (del PNV) de convertir el
conocimiento del euskera en condición técnica para acceder a pues-
tos de trabajo de la Administración de Justicia en la Comunidad Au-
tónoma vasca.

El tercer problema sería el de la posible indefensión originada
por motivos lingüísticos durante un proceso judicial.

En este sentido, el ATC 88/1999 afirma que no ha existido inde-
fensión por el hecho de que en un juicio de cognición un sujeto vas-
co-parlante haya evacuado su confesión en vasco y después haya te-
nido que verificar que la traducción al castellano es de su confor-
midad.

En cambio, según la STS de 16 de febrero de 2000 (Sala de lo Pe-
nal, Ar. 2082), vacía de contenido el principio de inmediatez que rige
el Plenario, en la medida que se rompe la ecuación entre audición y
comprensión de lo oido, el hecho de que se realice una audición de
escuchas telefónicas (fundamental para la fase de prueba) en gallego
sin intérprete que tradujera las conversaciones y sin que los miem-
bros de la sala conocieran suficientemente aquél.

Asimismo, se produce indefensión (según la STS de 15 de abril de
1997, Ar. 3956), vulnerándose el artículo 24 de la Constitución, cuan-
do una resolución de un Ayuntamiento que pone fin a un expediente
sancionador está redactada en catalán y el letrado no conoce esta
lengua (11).

(10) Finalmente, en este contexto puede citarse la reciente STS de 9 de marzo de
2000 (Ar. 4029), donde el TS se enfrenta con la impugnación del RD 249/1996, por el que
se aprobó el Reglamento Orgánico de los Cuerpos de oficiales, auxiliares y agentes de ser-
vicio de la Administración de Justicia, desestimando el recurso contra los artículos donde
se prevé una valoración de la lengua oficial propia en ciertas CC.AA.

(11) Pero, a su vez, la STJ de Baleares (recurso núm. 232/1997) informa de que puede
plantearse algún abuso en la invocación por parte del interesado del desconocimiento de
la lengua cooficial, cuando de lo que se trata es de ganar tiempo buscando la prescripción
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Esta referencia a la casuística jurisprudencial puede cerrarse con
la STS de 26 de marzo de 1996 (Ar. 2593), según la cual un Colegio
de Abogados (de Barcelona) no tiene obligación de que se redacten
en castellano las distintas comunicaciones entre el Colegio y sus
miembros, ya que sólo existe este deber respecto de comunicaciones
individuales en respuesta a escritos en castellano que «afecten a su
estatuto personal como colegiado».

D) La lengua de los procedimientos

En esta materia, el Estado tiene competencia para regular las ba-
ses del procedimiento administrativo común a las distintas Adminis-
traciones públicas (art. 149.1.18 de la CE). Concretamente, el régi-
men de la lengua de los procedimientos se prevé en el artículo 36 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

En principio, la lengua de los procedimientos tramitados por la
Administración del Estado es el castellano. Pero en dicha Ley se re-
conoce además un derecho, en favor de los interesados que se dirijan
a los órganos de la Administración General del Estado con sede en el
territorio de una Comunidad Autónoma, a utilizar la lengua que sea
cooficial en ella.

En este caso, el procedimiento se tramitará en la lengua elegida
por el interesado y, si concurrieran varios interesados en el procedi-
miento y existiera discrepancia en cuanto a la lengua, el procedi-
miento se tramitará en castellano, si bien los documentos o testimo-
nios que requieran los interesados se expedirán en la lengua elegida
por los mismos (art. 36.1).

Esta regulación ha recibido también críticas. Desde el punto de
vista técnico, se objeta su ambigüedad. Para Juan Alfonso SANTA-
MARÍA PASTOR, no queda claro si el derecho del interesado se refiere a
los procedimientos que se «tramiten» en los órganos de la Adminis-
tración del Estado con sede en las Comunidades Autónomas o tam-
bién a los que se tramiten en los servicios centrales. Tampoco queda
claro, en su criterio, si es un derecho de carácter personal o territo-
rial referido, respectivamente, a los ciudadanos o a quienes se hallen
esporádicamente en el territorio autonómico. Por último, el precepto

de una sanción. Frente a esto, dicha sentencia declara que se interrumpen dichos plazos
mediante la notificación en lengua castellana (puede verse igualmente la STJ de 30 de sep-
tiembre de 1994 de las Islas Baleares, recurso núm. 524/1994, donde se afirma la exigencia
de condición de interesado para poder pedir la publicación en castellano de un acuerdo
escrito en catalán).
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no regula los requisitos formales en que ha de tener lugar la opción
en favor de la lengua cooficial distinta (12).

Además, según la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, en los proce-
dimientos tramitados por las Administraciones de las Comunidades
Autónomas y de las Entidades locales el uso de la lengua se ajustará
a lo previsto en la legislación autonómica correspondiente (art.
36.2). De esta forma se continúa la línea abstencionista de la Ley de
Bases de Régimen Local.

Finalmente, cuando un documento pueda surtir efectos fuera de
la Comunidad, la Administración pública instructora deberá traducir
al castellano los documentos, expedientes o partes de los mismos, así
como los documentos dirigidos a los interesados que así lo soliciten
expresamente... (art. 36.3). Ajuicio de SANTAMARÍA PASTOR, la ambi-
güedad es también notoria en este precepto ya que no se aclara en
qué consiste surtir efectos fuera de la Comunidad, lo que puede en-
tenderse de forma muy amplia.

Sorprende en todo caso que el artículo 36 de la Ley 30/1992 con-
sagre un sistema que hace difícil, si no imposible, el cumplimiento
de los plazos por parte de la Administración establecidos legalmente,
en un momento como el actual en el que tanto se insiste en la necesi-
dad de una mayor eficacia y celeridad. Tanta importancia llega a
darse en nuestro tiempo a la eficacia y a la celeridad que pueden jus-
tificarse numerosas leyes que han huido del sistema de garantías
previsto en el Derecho público y, en cambio, quedan a salvo disposi-
ciones como éstas de tipo lingüístico que evidentemente ralentizan el
funcionamiento de la Administración. Y desde luego que estas dispo-
siciones estás reñidas con dicha eficiencia administrativa, como
apunta SANTAMARÍA PASTOR, pensando en las traducciones (que origi-
na dicho art. 36) de «expedientes administrativos de tamaño no exce-
sivamente voluminoso (p. ej., dos mil folios), que no son en absoluto
inusuales, y lo que puede llevar fácilmente un año de trabajo».

El problema se agudiza cuando los expedientes tengan que remi-
tirse al Tribunal Supremo por haberse interpuesto recurso de casa-
ción contra la sentencia de un Tribunal Superior de Justicia donde se
ha seguido la tramitación en la lengua autonómica. De hecho, en el
Tribunal Supremo se ha instalado ya un «gabinete de traducción».

Para Ramón PARADA VÁZQUEZ, el sistema legislativo vigente en
España es, en su conjunto, contrario al artículo 3 de la Constitución,
donde se declara el deber de todos los ciudadanos de conocer el cas-

(12) Juan Alfonso SANTAMARÍA PASTOR, Comentario sistemático a ¡a Ley de Régimen Ju-
rídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, Madrid,
1993, pág. 151.
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tellano como lengua oficial del Estado. Critica, además, PARADA tanto
el encarecimiento como la ilegalidad de este sistema que presupone
la obligación del Estado de contratar intérpretes o contar con funcio-
narios que conozcan dichas lenguas. A la búsqueda de soluciones,
propone PARADA VÁZQUEZ que si una Administración instructora del
procedimiento usa el castellano, obviando la solicitud del interesado
a usar la lengua autonómica, no se producirá la invalidez de la reso-
lución considerando que todos tienen el deber de conocer el español.
No se producirá indefensión en este caso. Por contrapartida, si una
Administración instructora del procedimiento usa la lengua autonó-
mica, obviando la solicitud del interesado a usar el castellano, se
producirá la invalidez de la resolución considerando que no todos
tienen el deber de conocer la lengua autonómica (13).

E) Selección de personal y exigencias lingüísticas

El tema de la selección de personal, por parte de la Adminis-
tración, y la posibilidad de exigir o no el conocimiento de la lengua
cooficial para el acceso a puestos de la Administración pública mere-
ce también un comentario especial.

Puede tomarse como referencia la ilustrativa STS de 13 de octu-
bre de 1998 (Ar. 7695), donde se recogen los criterios que tanto el
Tribunal Constitucional como el Tribunal Supremo han sentado so-
bre el particular en numerosas sentencias anteriores. Son aquéllos
los siguientes:

«Primero, que el principio general sigue siendo el
que pueda valorarse como mérito no eliminatorio el co-
nocimiento de lenguas españolas diferentes del caste-
llano.

Segundo, que para concretas y determinadas plazas,
los poderes públicos pueden darle dicho carácter (eli-
minatorio) a la prueba de conocimiento del idioma
cooficial de la respectiva Comunidad Autónoma.

Tercero, que la finalidad de esta excepción al princi-
pio general es la de proveer a la presencia en la Admi-
nistración de personal de habla de lengua vernácula,
como modo de garantizar el derecho de usarla por par-
te de los ciudadanos de la respectiva Comunidad.

(13) R. PARADA VÁZQUEZ. Régimen jurídico de las Administraciones Públicas y Procedi-
miento Administrativo Común, Madrid, 1993.
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Cuarto, que la apreciación del cumplimiento de esta
concreta finalidad obliga a considerar discriminatoria
la mencionada exigencia cuando se imponga para cu-
brir plazas que no estén directamente vinculadas a la
utilización por los administrados de las lenguas de su
Comunidad Autónoma, debiendo reservarse para aque-
llas en las que la imposibilidad de utilizarla les pueda
producir una perturbación importante en su derecho a
usarla cuando se relacionan con la Administración, lo
que a su vez implica la necesidad de valorar en cada
caso las funciones que sean competencia de la plaza
que pretenda cubrirse, así como el conjunto de funcio-
narios a los que corresponda un determinado servicio,
de manera que en las que se aprecie la concurrencia de
la perturbación mencionada, pueda garantizarse que
alguno de los funcionarios habla el idioma peculiar de
la Comunidad, todo ello matizado por la vigencia del
deber constitucional de conocer el castellano, que el ar-
tículo tercero de nuestra Norma Suprema impone a to-
dos los españoles.

Quinto, que, cuando no medie alguna de estas cir-
cunstancias, sigue siendo plenamente aplicable la cons-
tante tesis jurisprudencial que considera discriminato-
ria la exigencia del conocimiento de los idiomas de las
Comunidades Autónomas con carácter obligatorio, ex-
preso o implícito.»

En suma, se sigue un criterio funcional ya que de la función que
vaya a desempeñarse dependerá el régimen lingüístico aplicable.

En cuanto al contenido del fallo, el STS dispone:

— Primero, procede confirmar la anulación, hecha por la STJ re-
currida del País Vasco, de una base de un Acuerdo municipal donde
se establecía que «los avisos, anuncios públicos o publicidad de cual-
quier tipo se harán solamente en euskera, cuando se considere opor-
tuno».

— Segundo, se afirma que es legal prever una subvención muni-
cipal de un 50% (de la tasa que corresponda por la concesión de per-
misos de obra) en favor de quienes presenten el permiso redactado
en vasco (sobre esta perspectiva del fomento o subvención y las len-
guas, igualmente, STS de 25 de marzo de 1998, Ar. 2855).

— Tercero, el TS confirma la legalidad, asimismo, de la valora-
ción como mérito por parte del euskera respecto de las plazas en las
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que su conocimiento no sea obligatorio. Se basa para ello en que
«para que la exigencia del euskera resultara contraria al artículo 23.2
CE sería necesario conocer la concreta función o puesto de trabajo
para los que se requiere tal conocimiento. Y en este sentido, no pue-
den tacharse de constitucionalmente ilegítimos unos principios for-
mulados con la generalidad expuesta, que pueden ser o no contrarios
al precepto constitucional según la aplicación que de ellos se haga, si
se contemplan sin conexión con puestos o funciones determinadas o
perfiles lingüísticos preceptivos para plazas determinadas».

El tema en particular del «mérito» basado en el conocimiento de
la lengua cooficial merece un mayor comentario. Según la STC
46/1991 (en la que se basa la citada STS de 13 de octubre de 1998),
no es inconstitucional el inciso final del artículo 34 de la Ley del Par-
lamento de Cataluña 17/1985, de 23 de julio, de la Función Pública
de la Generalidad de Cataluña, donde se establece que «en referencia
al personal al servicio de la misma, en el proceso de selección deberá
acreditarse el conocimiento de la lengua catalana en su expresión
oral y escrita».

Entiende la sentencia que el propio principio de mérito y capaci-
dad para el acceso a la función pública (art. 103.3 de la CE) supone
la carga para quien quiera acceder a ella de acreditar las capacida-
des, conocimientos e idoneidad exigibles para la función a la que as-
pira, por lo que la exigencia del conocimiento del idioma que es ofi-
cial en el territorio donde actúa la Administración a la que aspira a
servir es perfectamente incluible dentro de los méritos y capacidades
requeridos. Dice aquélla, sin embargo, que cuestión distinta es la
proporcionalidad de esa exigencia, en función del tipo o nivel de la
función o puesto a desempeñar, que viene impuesta por el artículo
23.2 de la CE, pues «sería contrario al derecho de igualdad en el ac-
ceso a la función pública exigir un nivel de conocimiento del idioma
oficial de la Comunidad Autónoma que no guarde relación alguna
con la capacidad requerida para desempeñar la función de que se
trate» (en la jurisprudencia de los TSJ puede verse la STSJ de las Is-
las Baleares de 16 de febrero de 1994).

Más sencillos son, como puede apreciarse, los supuestos en los
que se exige el conocimiento de la lengua de forma excluyente y sin
justificación objetiva. Se ha estimado, así, claramente discriminato-
rio, y por tanto nulo, el acuerdo de un Ayuntamiento vasco que esta-
blecía, para la preselección de aspirante a una concesión administra-
tiva para la conservación y limpieza de Frontón Municipal, la exigen-
cia del conocimiento del euskera a nivel hablado como requisito
inexcusable para ser incluido en la citada preselección, ya que la ca-
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lidad de concesionario no implica la necesidad de utilización del
euskera (14).

En esta línea, el Tribunal Supremo —en su Sentencia de 18 de
enero de 2000 (15)— reafirma que la exigencia de conocer el euskera
es desproporcionada para poder acceder a un puesto de oficial de
fontanería, albañilería y pintura de un Ayuntamiento de Navarra,
pues sería contrario al derecho de igualdad al acceso a la función pú-
blica exigir un nivel de conocimiento del idioma cooficial en la Co-
munidad Autónoma que no guarde relación alguna con la capacidad
requerida para desempeñar la función de que se trate.

Asimismo, la STS de 16 de febrero de 1999 (Ar. 2993) confirma la
anulación de la Orden del Departamento de Cultura de la Generali-
dad de Cataluña donde se aprueban las bases para la concesión de
ayuda a la distribución fonográfica, y concretamente la exigencia de
que las empresas discográficas tuvieran su sede social en Cataluña y
que el autor o intérpretes sean catalanes (pueden verse también las
SSTS de 19 de enero de 1988, Ar. 284; de 25 de marzo de 1998, Ar.
2855, y 2 de junio de 1998, Ar. 5044, y especialmente la STS de 4 de
febrero de 1999, Ar. 723).

Puede plantearse hasta qué punto este sistema español (que exige
el conocimiento de las lenguas cooficiales para el acceso a la función
pública autonómica) es compatible con la libre circulación de traba-
jadores que reconoce el Derecho comunitario europeo, por ser discu-
tible concretamente hasta qué punto no se dificulta el ejercicio de di-
cha libertad —a un francés o un danés, por ejemplo— cuando se les
obliga a cargar con este tipo de exigencias adicionales. En este senti-
do, el Decreto catalán 389/1996, de 2 de diciembre, por el que se re-
gula el acceso de los ciudadanos de los Estados miembros de la
Unión Europea a la función pública de la Administración de la Gene-
ralidad, exige el conocimiento adecuado de las dos lenguas oficiales
de Cataluña que permita «la comprensión y utilización de ambas
lenguas en el ejercicio de sus funciones».

Según la Sentencia de 28 de noviembre de 1989 del Tribunal de
Justicia de las Comunidades Europeas (asunto 379/87, por referencia
a Irlanda), si bien las disposiciones del TCE no se oponen a la adop-
ción de una política tendente a la defensa y promoción de la lengua

(14) STS de 8 de marzo de 1999 (Ar. 2743), donde se citan otras sentencias del mis-
mo Tribunal en este sentido. Pueden verse también la SSTS de 10 de febrero de 2000 (Ar.
1530) y 1880. En la jurisprudencia de los TSJ puede verse la STSJ de Navarra de 20 de fe-
brero de 1997, recurso núm. 320/1994, donde se anulan las convocatorias para una plaza
de auxiliar administrativo de un Ayuntamiento en tanto en cuanto imponía la exigencia
del euskera; STSJ de CataJuña de 4 de noviembre de 1994, recurso núm. 776/1992; etc.

(15) Ar. 1227, también publicada en «AA», 21, §367, pág. 1360.
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de un Estado miembro que es a un tiempo la lengua nacional y la
primera lengua oficial, la aplicación de esta política no debe atentar
a una libertad fundamental como la libre circulación de trabajadores.

Por consiguiente, las exigencias que se derivan de las medidas
destinadas a aplicar tal política no deben en ningún caso ser despro-
porcionadas respecto a la finalidad perseguida, y las modalidades de
su aplicación no deben comportar discriminaciones en detrimento
de los nacionales de otros Estados miembros.

En esta línea, la STJCE de 4 de julio de 2000, asunto C-424/97,
sienta que «según la jurisprudencia del Tribunal de Justicia, las medi-
das nacionales que restrinjan el ejercicio de las libertades fundamen-
tales garantizadas por el Tratado únicamente pueden justificarse si
reúnen cuatro requisitos: que se apliquen de manera no discriminato-
ria, que estén justificadas por razones imperiosas de interés general,
que sean adecuadas para garantizar la realización del objetivo que
persiguen y que no vayan más allá de lo necesario para alcanzar di-
cho objetivo» (véanse, entre otras, las Sentencias de 30 de noviembre
de 1995, Gebhard, C-55/94, y de 9 de marzo de 1999, Centros,
C-212/92, y asimismo la más reciente de 6 de junio de 2000, C-28198).

De esta forma se justificó que los organismos competentes de un
Estado miembro supeditaran la autorización, para ejercer como odon-
tólogo de una Caja de Seguros de Enfermedad, solicitada por un na-
cional de otro Estado miembro establecido en el primer Estado miem-
bro y habilitado allí para ejercer en él su profesión (...) al requisito de
que dicho odontólogo posea los conocimientos lingüísticos necesarios.

El quid de esta jurisprudencia está en que las restricciones a las
libertades lingüísticas han de interpretarse restrictivamente por lo
que se refiere a las relaciones entre nacionales de los Estados miem-
bros. En el presente caso, dicha restricción afectaba a un italiano
que no hablaba alemán. Entonces, por pura lógica, mucho más res-
trictiva habrá de ser cualquier pretendida restricción que no proven-
ga de la lengua oficial de un determinado Estado miembro, sino de
una lengua regional.

Asimismo, interesa la STJCE de 24 de noviembre de 1998 (asunto
C-274/96, Bickel) cuando sienta que es contrario a Derecho comuni-
tario que el Estado italiano conceda la posibilidad de que se sustan-
cien en lengua alemana los procesos judiciales en los que sean parte
nacionales italianos de la región de Trentino-Alto Adige y, en cambio,
no se reconozca este mismo derecho a un nacional austríaco (véanse
también las conclusiones de 25 de noviembre de 1998 del Abogado
General Fennely en el asunto Angonese, C-281/98).

No obstante, es preciso reconocer las limitaciones del Derecho
comunitario. No consigue éste, pese a que pudiera parecer lo contra-
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rio, que los nacionales de un Estado miembro accedan con toda nor-
malidad a la función pública de otros Estados miembros, ya que lo
propio son las limitaciones de facto existentes (16).

F) Enseñanza

Sin duda, el tema más problemático que se plantea en este ámbi-
to de la enseñanza es el de la posible indefensión de quienes tengan
por lengua habitual y materna el español y a quienes puede interesar
la escolarización en esta lengua. La cuestión remite, en esencia, al
contenido propio del derecho a la educación que se consagra en el
artículo 27 de la CE. El punto de partida es que dicho derecho a la
educación permite a los alumnos recibir la enseñanza en una lengua
que les resulte comprensible, que les conceda la posibilidad de parti-
cipar efectivamente en los programas de enseñanzas públicas y ase-
gure la realización del principio de igualdad de oportunidades en el
sistema educativo, incorporando y desarrollando su derecho a desen-
volver la libre determinación del individuo. Pero no faculta dicho de-
recho a recibir exclusivamente la enseñanza en una lengua determi-
nada cuando, además, sean varias las lenguas reconocidas como ofi-
ciales en un territorio. Por tanto, el derecho a la educación en su
dimensión lingüística, como enseñan las SSTC 195/1989 y 337/1994,
no comprende el derecho de los padres a que sus hijos reciban edu-
cación en la lengua de preferencia de sus progenitores en el centro
docente público de su elección (véase también la STEDH de 23 de ju-
lio de 1968), no pudiendo observarse vulneración del derecho de
igualdad de todos los españoles ante la ley (véase Ja STC 195/1989
frente a la petición de obtener enseñanza en valenciano en un centro
próximo al domicilio de los recurrentes; igualmente, puede verse la
STS de 16 de mayo de 1990, Ar. 4114, con otras referencias jurispru-
denciales).

La Constitución permite, por tanto, al legislador regular de modo
diverso los sistemas de impartición de la enseñanza en una Comuni-
dad Autónoma bilingüe, atendiendo a razones objetivas de aprecia-
ción de circunstancias de hecho, esencialmente diferentes y asenta-
das en la protección de intereses públicos, siempre que sean compa-
tibles y respetuosos con los derechos fundamentales y libertades
públicas (sin que, por tanto, «la actividad prestacional de los poderes

(16) Puede verse sobre el particular Santiago GONZÁLEZ-VARAS IBÁÑEZ, El Derecho ad-
ministrativo europeo, concretamente el capítulo titulado «El derecho a acceder a la fun-
ción pública de otro Estado miembro de la Unión europea». IAAP, Sevilla, 2." ed., 2002; y
R. SCHLÜMES voN PERNWERTH, en «Rivista di Diritto Europeo», 2, 1996.
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públicos en esta materia pueda estar condicionada por la libre op-
ción de Jos interesados de la lengua docente», según la STC
337/1994).

De este modo, desde la perspectiva constitucional es igualmente
legítimo el modelo de bilingüismo total o de conjunción, en que las
dos lenguas coexisten en la enseñanza en igualdad, armonizadamen-
te y en equilibrio, así como el modelo de separación lingüística, en
que se aprecia una enseñanza desdoblada en cada una de las dos len-
guas de la Comunidad Autónoma (véase la STC 137/1986), aunque la
libertad de elección de la enseñanza en la lengua de preferencia sea
más real en este último sistema al quedar constreñida en el primero
de los modelos enunciados por su carácter singular y tendente a la
homogeneidad.

La Ley de Normalización Lingüística de Cataluña opta por el sis-
tema de «bilingüismo total», estableciendo en su artículo 14 la coe-
xistencia de las dos lenguas en el sistema educativo, siendo el objeti-
vo a seguir que al final de la escolarización se utilicen normal y co-
rrectamente tanto el catalán como el castellano. Por consiguiente,
los alumnos no pueden ser separados en centros distintos por razo-
nes lingüísticas. El catalán merece ser fomentado e impuesto para
que todos lo dominen. Como sienta la STC 337/1994, «la cooficiali-
dad lingüística incluye acciones políticas encaminadas a fomentar el
uso de la lengua propia de la Comunidad, cooficial en ésta y, a este
fin, corregir positivamente una situación histórica de desigualdad
respecto al castellano (...)». Asimismo, según esta sentencia, es cons-
titucional este modelo catalán educativo bilingüe «siempre que ello
no determine la exclusión del castellano como lengua docente». Es
asimismo constitucional que se obligue a utilizar la lengua catalana,
«por ser un deber que se vincule directa y exclusivamente con la fi-
nalidad de normalización del uso del catalán».

En consonancia con esta doctrina, según el Auto del Tribunal Su-
perior de Justicia de Cataluña de 17 de diciembre de 1993 (recurso
núm. 2260/1993), no pueden acogerse las pretensiones de los recu-
rrentes de recibir su docencia en castellano con exclusividad, es de-
cir, de forma desligada de la lengua catalana.

Por tanto, según la STC 337/1994, es claro que la «Administra-
ción educativa» está vinculada al régimen de cooficialidad lingüísti-
ca establecido en el ordenamiento jurídico (17).

(17) Esta doctrina es seguida por una posterior STS de 28 de abril de 2000 (Ar.
4832). Véase también la STS de 6 de julio de 2000 (Ar. 5750), confirmando la legalidad del
régimen lingüístico previsto en el RD 2112/1998, por el que se regulan los concursos de
traslados de ámbito nacional para la provisión de plazas correspondientes a cuerpos do-
centes.
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De ahí que la STC 134/1997 siente que el Estado no puede de-
terminar que sea el castellano la lengua que tiene que usarse en la
enseñanza en los centros docentes cuyo titular es el Ministerio de
Defensa radicados en territorio autonómico, ya que compete a la Co-
munidad Autónoma la facultad de decidir acerca de la enseñanza del
catalán, lengua propia de las Islas Baleares, así como de la eventual
exención de tal enseñanza «respecto de todos los poderes públicos ra-
dicados en el territorio autonómico, sin exclusión de los órganos de-
pendientes de la Administración central, sin atender a las particula-
ridades que poseen las Fuerzas Armadas».

El estudio de la casuística jurisprudencial del Tribunal Constitu-
cional nos lleva finalmente a la STC 75/1997, de 21 de abril, según la
cual se entiende vulnerada la autonomía universitaria (de la Universi-
dad de Valencia) por resoluciones judiciales donde se sienta «el uso
obligado de la denominación legal y oficial de la lengua e idioma va-
lenciano en el ámbito de la Universidad de Valencia», frente a la deno-
minación elegida por dicha Universidad de «catalán» y no valenciano.

G) Otros ámbitos: toponímicos, etiquetados, permisos de circulación

Se justifica que en España los toponímicos tengan como única
forma oficial la autonómica por estar así previsto en la legislación.
Es además competencia no local, sino autonómica, el establecerlos
(art. 10 de la Ley de Normalización Lingüística de Galicia, etc.; asi-
mismo, sentencia del Tribunal Supremo de 25 de septiembre de
2000) (18).

Cosa distinta es la denominación de las provincias, respecto de
las cuales el artículo 25.2 del TRLRL dispone que «sólo mediante
Ley aprobada por las Cortes Generales puede modificarse la denomi-
nación». De ahí que, por ejemplo, la Ley de las Cortes Generales
2/1998, de 3 de marzo (art. 1), sea la que establece que la provincia
de La Coruña se denominará oficialmente A Coruña.

En materia de etiquetado de productos, en la línea argumental de
la citada STC 87/1997, la STC 147/1996, de 19 de septiembre, sienta
que el Estado puede exigir que el etiquetado de productos alimenti-
cios «se exprese necesariamente al menos en castellano», por preva-
lecer su título competencial específico de sanidad frente al título
competencial autonómico de defensa del consumidor. En cambio, en
la STC 67/1996, de 17 de abril, se estima el recurso de la Generalidad
catalana sentando que el Estado no puede obligar a que sea usada la

(18) Puede, por ejemplo, verse publicada en la revista «AA», 8, 2001, § 144, pág. 561.
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lengua castellana en la documentación y etiquetado de los productos
destinados a la alimentación animal que se envíen a Cataluña desde
otros Estados miembros de las Comunidades Europeas.

En este tema es preciso hacer una referencia, igualmente, al De-
recho comunitario. En el caso enjuiciado por la STJCE de 14 de julio
de 1998, asunto 385/1996, un alemán, el Sr. Goerres, gestionaba un
comercio de alimentación ofreciendo a la venta en su establecimien-
to productos que no estaban etiquetados en alemán, sino sólo en
francés, italiano o inglés. La Administración le impuso una multa
apoyándose en el artículo 3.3 de un Reglamento de etiquetado de
productos alimenticios donde se preveía que las etiquetas habían de
figurar en alemán, o en otra lengua, cuando ello no menoscabe la in-
formación del consumidor. Según esta STJCE (y otras allí citadas), el
Derecho comunitario se opondría sólo a una normativa nacional que
imponga exclusivamente la utilización de una lengua determinada
para el etiquetado de productos alimenticios, sin tener en cuenta la
posibilidad de que se utilice otra lengua fácilmente inteligible para
los compradores o que la información del comprador quede asegura-
da por otros medios (19).

En relación con la exigencia del uso de una lengua fácilmente in-
teligible para los compradores, el Derecho comunitario se opone
también a que un Estado miembro imponga la utilización de la len-
gua dominante de la región en que se vende el producto, aun cuando
no excluya la utilización simultánea de otra lengua (20). Nada de
esto se presentaba, por tanto, en el asunto enjuiciado.

Respecto de la alusión, en el título, al permiso de conducir, inte-
resa la STS de 26 de enero de 1998 (Ar. 668), donde el Tribunal Su-
premo reconoce el derecho del recurrente a que se le expida el per-
miso de conducir en valenciano, ya que las Directivas comunitarias
91/439 y 96/47 sólo afirman que necesariamente han de redactarse
en el idioma de uno de los países miembros, sin oponerse al bilin-
güismo (21).

(19) STJCE C-369/89, Rec, pág. 1-2971. Puede verse, también sobre esta materia de
etiquetados, la STJCE de 12 de septiembre de 2000, C-366/98.

(20) STJCE C-85/94, Rec, pág. 1-2955.
(21) La ratio del plurilingüísmo se reflejaría finalmente en otro tipo de disposiciones.

Primeramente, merece citarse el Real Decreto 489/1997, de 17 de abril, sobre Publicación
de las Leyes del Estado en las Lenguas Cooficiales de las Comunidades Autónomas, donde
se prevé la formalización de convenios de colaboración entre el Estado y dichas Comuni-
dades para publicar las normas con rango de ley en las diferentes lenguas cooficiales. Es
preciso citar, asimismo, la Ley 18/1997, de 13 de mayo, por la que se modifica el artículo 8
de la Ley del Contrato de Seguro para garantizar la plena utilización de todas las lenguas
oficiales en la redacción de los contratos.
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2. LA DIVERSIDAD LINGÜISTICA SE MANIFIESTA TAMBIÉN

EN OTROS ESTADOS

En efecto, es preciso poner de manifiesto, en primer lugar, que la
diversidad lingüística no representa una peculiaridad española, ya
que lo más normal es que los Estados europeos contengan también
diversas lenguas. Vamos a verlo seguidamente. En segundo lugar, ha-
brá que observar qué tratamiento merece el hecho de la diversidad
lingüística, es decir, qué consecuencias políticas e institucionales tie-
ne este hecho.

Empezando por el Estado alemán, puede decirse que práctica-
mente cada Comunidad Autónoma (Land) tiene al menos una lengua
propia. Como en el caso español, estas lenguas no proceden tampoco
en Alemania de la lengua oficial (el español o castellano y el alemán,
respectivamente).

El bávaro, por ejemplo, tiene su origen en el siglo vi (anterior, por
tanto, a la mayor parte de las lenguas de la Península Ibérica) y se
desarrolla conviviendo con el latín como lengua escrita a partir del
siglo vin hasta nuestros días, como lo atestiguan las publicaciones
existentes.

Este «dialecto» fue durante mucho tiempo Amtssprache (lengua
oñcial), es decir, lengua usada no sólo por el pueblo, sino también
por las instituciones de Baviera (lo mismo que Austria) (22).

Sólo a partir del siglo xvm se produce la interferencia del «ale-
mán» (Interferenzschub), introduciendo en el plano institucional un
abrupto cambio de código (abrupt Codewechsel) (23).

La lengua bávara empieza entonces a considerarse como dialec-

(22) Sobre el bávaro, de la numerosa literatura existente, pueden seleccionarse
L. ZEHETXER, Das bairische Dialektbuch, Munich, Beckverlag, 1985; del mismo autor,
Bairisches Deutsch, Munich, 1997; igualmente, C. J. RLSS, The Dialects of Modern Ger-
mán, Londres, 1990; B. HUBENSTEINER, Bayerische Geschichte, Ludwig Vcrlag, Munich,
1997 págs. 58, 67, 302 y 449; R. A. ROTH, Freistaat Bayern. Politische Landeskunde, Ba-
yerische Landcszentrale für politische Bildungsarbeit, Munich, 1995, págs. 253 y ss.
Asimismo, E. COSERIU, Die Sprachgeographie, Tübingen, 1979; J. GOSCHEL/N. NAIL/
G. v.ix ELST, Zur Theorie des Dialekls, Wiesbaden, 1976; Th. L. MARKEY, Prinzipien der
Dialeklologie. Einführung in die deutsche Dialektforschung, Groften-Linden, 1977;
W. BF.SCH, Zur Entstehung der neuhochdeutschen Schriftsprache, «ZDP», 87, 1968,
págs. 3-88 y 405-426; H. EGGERS, Deutsche Sprachgeschichte IV: Das neuhochdeutsche,
Reinbeck, 1977; Th. FRINGS/L. E. SCHMITT, «Der Weg zur deutschen Hochsprache», en
Jahrbuch des deutschen Sprache, vol. 2, 1944, págs. 67 y ss.; M. M. GUCHMANN, Der Weg
zur deutschen Nationalsprache, Berlín, 1964-1969; I. T. PIIRAINEN, Zur Entstehung des
Neuhochdeutschen. Sprachgeographische und soziologische Ansátze, Bern, Frankfurt
a.M., 1972.

(23) 1. REIFFENSTEIN, «Zum Konzept einer regionales Sprachgeschichte am Beispicl
des Ostoberdeutschen», en Chronologische, areale und situative Varietaten des deutschen in
derSprachhistoriographie, Homenajea R. GROKE, Peter Lang, Frankfurt.
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to, aun cuando «el hecho diferencial del bávaro frente al alemán (die
Eigengeprage des Bairischen) es mucho mayor que la diferencia que
pueda existir entre el noruego o el danés y el sueco o entre el checo y
el polaco» (24).

En efecto, lo que hoy se entiende por alemán no es sino el desa-
rrollo de un determinado grupo dialectal de la parte norte y parte
este de Alemania, el cual finalmente termina imponiéndose en las
demás zonas.

En todo caso, en la Edad Media se encuentran consolidadas cier-
tas lenguas o dialectos {bairisch, alemannisch, frankisch, ofreciendo
esta última lengua algunas variantes dialectales). Estas lenguas na-
cionales son lenguas oficiales escritas (Schriebsprachen) que sirven
de vehículos o instrumentos de comunicación en espacios de ámbito
territorial superior al regional (überregionale Verkehrsprachen).

Ahora bien, «un frisio y un bávaro no pudieron entenderse entre
sí» (W. KONIG, Atlas zur deutschen Sprachen, Munich, 1985, pág. 59,
6.a edición).

Aún hoy, cualquiera que hable bien alemán y español puede darse
cuenta de que la diferencia entre el alemán y la mayor parte de los
«dialectos» alemanes es muy superior a aquella que pueda existir en-
tre el «castellano» y el gallego, el catalán o el valenciano. Por otra
parte, quienes hablan «dialecto» alemán no han tenido que apren-
derlo, ni se les ha obligado a ello, ya que más bien lo han hablado
desde siempre.

Desde luego, el bávaro no es en Alemania la única lengua regio-
nal. En Hessen, cuya capital es la cosmopolita Frankfurt, la lengua
«propia» es el hessisch o frankisch (franco) y, a su vez, esta lengua o
dialecto de Hessen cuenta con dialectos cuyo origen se borra en la
memoria de los tiempos: niederhessisch en la zona de Kassel, osthes-
sisch en Fulda, südhessisch en el área de Darmstadt, mittelhessisch
en Giessen, y mischgebiete o territorios mixtos, como es el caso del
propio Frankfurt.

Las referencias de este tipo podrían reiterarse acudiendo a otros
dialectos o lenguas [por ejemplo, el Plattdeutsch hablado en Ham-
burgo, el alemannisch en la zona de Badén, el sajón en Sajonia
—Sachsen—, etc. (25)].

Por si fueran pocos los dialectos, en una parte de Sajonia, junto
al sajón, se habla una lengua no germánica en la zona de Cottbus,
Lübbenau y Górlitz, por parte de un pueblo eslavo allí asentado des-

(24) R. HINDERLING, «Bairische: Sprache oder Dialekt?», en Jahrbuch der Johann-An-
dreas-Schmeller-GeseUschaft, 1983, Bayreuth, 1984.

(25) Véase S. GERLACH, Sachsen, Landeszentrale für politische Bildung, Stuttgart,
1993.
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de tiempos inmemoriales, cuyo origen no es claro y que se conoce
con el nombre de los Sorben (26).

Pero es preciso advertir al lector, antes de seguir adelante en estas
afirmaciones, que un ciudadano alemán dirá siempre que las lenguas
a las que nos estamos refiriendo (el bávaro, el Plattdeutsch, etc.) son
dialectos alemanes que no merecen consideración especial. Es ésta
no sólo una mestra de respeto, sino también, en el fondo, una forma
inteligente de eludir el problema lingüístico. Los «dialectos» alema-
nes, por su esencia o naturaleza, ni son de mayor ni de menor cali-
dad que cualesquiera otros dialectos o lenguas de Europa (y por su-
puesto España). Bastaría con fomentar algo más, económica y políti-
camente, dichos dialectos para que alcanzaran una condición
perfecta de lengua cooficial en los territorios donde se hablan.

Los «dialectos» alemanes también son por su naturaleza perfecta-
mente susceptibles de convertirse en lenguas nacionales propias
(otra cosa es la ausencia de una decidida voluntad política para ello),
como ilustran los casos luxemburgués y suizo: en principio, ambas
lenguas alemanas (el luxemburgués o el suizo) no difieren esencial-
mente de aquellas que dentro de Alemania se consideran por los ale-
manes como dialectos. Pero ocurre que en Luxemburgo y Suiza em-
pieza a desarrollarse una conciencia popular en favor del luxembur-
gués y del suizo que puede llevar a que, en un futuro no lejano,
ambas lenguas o dialectos alcancen la posición de lenguas naciona-
les oficiales (a pesar de que el atávico respeto, incluso en estos paí-
ses, por Alemania frena aún esta evolución y a pesar de que en Lu-
xemburgo o Suiza no se están concediendo prebendas políticas a los
representantes de esta política).

¿Cómo explicar, si no es de la forma en que lo estamos haciendo,
que el luxemburgués o el suizo puedan empezar a considerarse len-
guas de todo derecho y que el Plattdeutsch, el bávaro o el allemanisch
sigan siendo considerados vulgares dialectos?

Observemos, además, si en otros Estados europeos existe o no di-
versidad lingüística. En el área británica, en Irlanda y el País de Ga-
les la lengua propia es el celta o gaélico, que aún sobrevive y cuyo
origen es incluso anterior a la Edad Media. El inglés es en estos terri-
torios una lengua que se impone desde fuera. En Irlanda, sólo a par-
tir del siglo XII se produce la interferencia del inglés, sobre el Gaelic,
aunque no logra imponerse hasta tiempos más recientes. El Welsh,
hablado en otros tiempos en la mayor parte de Gran Bretaña y des-
cendiente del celta (celtio language), sobrevivió en Cumbria, suroeste

(26) Puede verse la publicación de la Landeszentrale fui" polítische Bildung, Kurze
Geschichte der Sorben, 1995.
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de Escocia, Devon, Cornualles y Gales, aunque finalmente su uso ha
decaído, especialmente en las dos primeras zonas mencionadas (27).

También en Francia existen tradicionalmente otras lenguas dife-
rentes del francés, y tanto de raíz francesa como pertenecientes a
otros grupos lingüísticos. Francia es un Estado en el que existen nu-
merosas lenguas, como por ejemplo el bretón, corso, occitano, vasco,
alsaciano, etc. En 1968 se cifran 12 millones de personas que habla-
ban occitano, cuando Francia cuenta con 50 millones; un millón el
bretón, 300.000 el corso (28).

Italia ocupa un territorio donde existieron lenguas diversas entre
sí. El italiano es un invento de reciente creación basado en parte en el
toscano y han sobrevivido lenguas retorrománicas (ladino y friuJano),
si bien los porcentajes son menores que en Francia. En Noruega, a las
tres lenguas nacionales se añaden el neonoruego, parecido al danés, y
el ferugiano en la Isla de Feroe. Pero también fuera de la Unión Euro-
pea la diversidad lingüística es lo común en muchos Estados.

Pues bien, el momento decisivo es el de observar qué consecuen-
cias tiene, en lo institucional, la diversidad lingüística.

3. LAS CONSECUENCIAS INSTITUCIONALES DE LA DIVERSIDAD
LINGÜÍSTICA: LA REPÚBLICA CONTRA BABEL

En los distintos Estados europeos la diversidad lingüística no
lleva a afirmar un sistema de cooficialidad. En lo institucional, dicha
diversidad lingüística no tiene mayores consecuencias.

En Alemania, en la actualidad la Amtsspmche (lengua oficial e
institucional) es el alemán. Nada impide para que los distintos dia-
lectos o lenguas regionales se empleen en un ámbito no institucio-
nal. Sólo en este sentido podría aventurarse un bilingüismo en Ale-
mania. El Hochdeutsch (alemán) es la única lengua institucional, es
decir, en la Administración, en el Poder legislativo, la Universidad y
la Escuela y los distintos ámbitos públicos. Se llega al extremo de
considerar que solamente el alemán (Hochdeutsch) es la lengua más
culta; a diferencia de las lenguas regionales, que son Umgangsspra-
chen o lenguas coloquiales, a pesar de que haya libros escritos en
dialecto.

Cualquier documento o fuente de información a que se acuda
confirma estas afirmaciones. Se dice en este sentido que la lengua

(27) D. CRYSTAL, The Cambridge Encyclopaedia ofthe English Language, Cambridge,
1995, págs. 334 y ss.; R. LASS, The Shape of English. Structure and History, London, 1987;
Simeón POTTER, Our language, Penguin Books, Londres, 1976.

(28) R. BRETÓN, Géographie des langues, Geografía de las lenguas, 1979.
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regional es «lengua familiar y coloquial» (Nahsprache) porque «he-
mos tenido que aprender alemán en la escuela» (29).

Curiosa es la situación en Baja Sajonia (Niedersachsen) ya que,
por razones históricas, esta «Comunidad Autónoma», que hoy día se
localiza en torno a Hannover, ganó vastos territorios llegando al mar
del Norte, acaparando así Bremenhaven y la zona de Münster y Os-
nabrück. En esta zona, aunque el dialecto {mittelniederdeutsche Han-
sesprache, heredero del altostfriesisch, hablado hasta el siglo xv) se
practique aún hoy por el 39% de la población de esta «Comunidad
Autónoma» (en 1987), esta lengua regional no se impone en el ámbi-
to institucional. A su ve/., esta lengua o dialecto tiene varios dialectos
—westfalisch, ostfalisch, nordniedersachsisch, saterfriesisch (30)—.

De ahí que ilustre la anécdota que proporciona el Latid de Ham-
burgo cuando presenta como una originalidad o «avance» el hecho de
haber editado su Estatuto de Autonomía en la versión correspondien-
te a su lengua propia o nacional, el Plattdeutsch: la Verfassung von de
Friee un Hansestadt Hamborg, es decir, Constitución de Hamburgo.

En lo histórico, otro dato interesante es que también en tiempos
del Imperio Austro-Húngaro, a pesar de su diversidad de pueblos, el
alemán se mantuvo como lengua institucional, al igual que en Espa-
ña hasta tiempos recientes.

Es un error pensar que ha sido sólo durante el siglo xix cuando la
importancia de las lenguas regionales ha retrocedido en Europa. Ha
sido especialmente durante la segunda mitad del siglo xx cuando se ha
conseguido afianzar el alemán y cuando los dialectos entran en abierta
crisis. «Hasta 1945 los niños llegaban a la escuela hablando sólo dia-
lecto. Es en los años cincuenta cuando se produce el cambio radical
imponiéndose el alemán como lengua» —Sprachwechsel (31)—.

La introducción por entonces de un régimen democrático llevó a
la afirmación de un régimen de libertades, pero no a un régimen de
cooficialidad lingüística. El Estado federal alemán se basa en la di-
versidad entre los distintos territorios, pero las lenguas alemanas no
se emplean en un ámbito público o institucional. Y tampoco en los
demás Estados europeos comparables con España (Francia, Italia,
Gran Bretaña) la diversidad regional y lingüística, supra comentada,
lleva consigo un sistema de cooficilidad lingüística.

En un contexto europeo podrían valorarse los preámbulos de las

(29) H. FRIEBERTSUÁUSER, Mundarten in Hessen, Hessische Streiflichter, Frankfurt am
Main, 1995.

(30) Landeszentrale für politische Bildung, Niedersachsen. Ein Portrát, Hannover,
1999.

(31) Landeszentrale für politische Bildung, Niedersachsen. Ein Portrát, Hannover,
1999.
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Exposiciones de Motivos de las Leyes españolas de Normalización
lingüística. Todas ellas denuncian «el sojuzgamíento mantenido du-
rante la historia de casi trescientos años» y las «prohibiciones y per-
secuciones contra la lengua» (...), llegando este tipo de razonamien-
tos a la propia jurisprudencia del Tribunal Supremo español.

Después de cuanto se ha dicho en este trabajo, no parece carecer
de fundamento proponer una moderación en lo lingüístico por parte
de nuestras CC.AA. y, cuando menos, que se sustituyan (en dichas
Leyes de Normalización Lingüística) este tipo de afirmaciones por
otras donde, simplemente, las Comunidades Autónomas muestren
públicamente su agradecimiento por la especial generosidad de la vi-
gente política lingüística del Estado español.

En un contexto europeo, las acusaciones de las Leyes españolas
de Normalización Lingüística habrían de extenderse a toda Europa.
Piénsese, por ejemplo, que en Francia, modelo de Estado democráti-
co, ante el Comité de Instrucción Pública, el 30 de septiembre de
1793, el abate Grégoire declara, por referencia a los dialectos de seis
millones de franceses del momento, lo siguiente: «no me cansaré de
repetir que en política es más importante de lo que se cree la extirpa-
ción de esta diversidad de idiomas toscos».

Y Barreré, ante la Convención francesa, dice el 27 de enero de
1794: «hemos revolucionado la forma de gobierno, las costumbres, el
pensamiento; revolucionemos también la lengua». Esta ha sido la tó-
nica dominante hasta nuestros días. A. de Monzie, ministro de Ins-
trucción Pública, en la inauguración de la Casa de Bretaña en la Ex-
posición de Artes Decorativas el 29 de julio de 1925, afirma igual-
mente: «para la unidad lingüística de Francia, es necesario que
desaparezca la lengua bretona» (32).

En Italia, el artículo 6 de la Constitución afirma que la «República
tutelará, dictando normas especiales, las minorías lingüísticas». Este
artículo representa no un «limite di carattere meramente negativo» ya
que debe concebirse como una «garanzia di ordine positivo a favore
delle minoranza linguistiche». Aunque, en efecto, existen auténticas
lenguas italianas distintas de la oficial (v. gr., el piamontés, cuyo ori-
gen se cifra en el siglo XJI, con literatura desde entonces y reglas gra-
maticales bien codificadas en 1783, año en el cual se publica la gra-
mática piamontesa de Maurizio Pipino), sin embargo, se relativiza el
alcance de la tutela de las minorías lingüísticas mediante la aplicación
de otros principios constitucionales. En claro contraste con la juris-
prudencia española, la Corte italiana (86/1975 y 34/1976) ha dejado
claro que es «illegittima ogni limitazione alT eguaglianza di tutto i cit-

(32) A. MEILLET, Les langues dans l'Europe nouvelle, Payot, 1928, pág. 178.
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tadini», es decir, que el principio de igualdad entre todos los italianos
es el quid del asunto y tiene consecuencias jurídicas positivas (33).

De ahí que tanto en Alemania como en Italia y otros países la
protección de lenguas regionales remita esencialmente a asociacio-
nes culturales cuyo fin es evitar la rigressione dialettale (34).

El piamontés, siendo lengua, se circunscribe, así, a un ámbito
privado, no institucional, a pesar de estar reconocida en el corres-
pondiente «Estatuto de autonomía» (35).

Significativa es también la situación de Luxemburgo o Suiza, Es-
tados ambos que cuentan con sus respectivas lenguas (el luxembur-
gués «lengua germánica», y el suizo-alemán, respectivamente), a pe-
sar de que en el plano oficial e institucional sólo sea permitido el ale-
mán (o francés o italiano, pero no el suizo o el luxemburgués). Y, sin
embargo, estaríamos no ya ante lenguas regionales, sino ante len-
guas nacionales (la propia de Luxemburgo o de Suiza) (36).

Siendo la intención de este trabajo la simple constatación de he-
chos y diferencias (dejando aparte las valoraciones), es preciso refe-
rirse a otras diferencias, entre España y los demás Estados, también
significativas.

En los Estados europeos vence la concepción de las Verkehrspra-
chen, o lenguas de comunicación dentro de cada Estado, cuya ratio está
en la necesidad de establecer espacios de comunicación lo más amplios
posible, superando los problemas de comunicación que surgen cuando
se impone la concepción contraria: «la República contra Babel».

En España, en cambio, está muy arraigada socialmente la consi-
deración de que la variedad de lenguas es riqueza cultural (37): «Ba-
bel contra la República».

En un plano intelectual, no deja de ser una paradoja que aquello
que, en materia lingüística, propugnasen los autores españoles del si-

(33) CRISATLI.U/PAI.ADIN, Commentario alia Constituzione, Padova, 1990.
(34) Edgar RADTKE, en Societá di lingüistica italiana, Dialetti, tingue nazionali. Atti del

XXVII Congresso, Roma, 1995; Giancarlo ROI.I.A, L'Autonomie regional sarda, Ñapóles,
1984, pág. 151.

(35) Tan sólo en el Trentino-Alto-Adige, Bolzano, el Valle d'Aosta y Udine se plantea
cierta problemática lingüística, pero por tratarse de lenguas de otros Estados (francés o
alemán o eslavo), no de lenguas regionales.

(36) Fuera de Europa, en los Estados árabes se considera el francés como lengua
administrativa, y en Argentina la lengua oficial e institucional es solamente el español
(art. 15 de la Ley de Procedimiento Administrativo, sin contener mención a los dialectos
regionales o locales).

(37) Serían muy numerosas las citas en este sentido: Dionisio RIDRUEJO, Sombras y
Bultos, Destinolibro, Barcelona, 1984, pág. 241; G. DIAZ-PLAJA, España en su literatura,
«RTVE», 30, 1969, y El encanto de Europa, Ed. Plaza Janes, Barcelona, 1981; J. A. GOYTI-
SOLO, en España, sin ir más lejos, libro coordinado por L. CARANDELL, Ed. Laia, Barcelona,
1982; etc.

Sin embargo, recientemente, en la línea de los planteamientos lingüísticos que rigen en
Europa, y que defiende el presente trabajo, puede verse la obra del filólogo Juan Ramón
LODARES, El paraíso políglota, Editorial Taurus, Madrid, 1999, rompiendo algunos tópicos.
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glo xix y primeras décadas del xx (Ramón MENÉNDEZ PIDAL, Miguel
DE UNAMUNO, ORTEGA Y GASSET, Joaquín COSTA, VALLE-INCLÁN, etc.) es
aquello que se ajusta a lo que es realmente Europa.

El bilingüismo, por ejemplo, de MENÉNDEZ PlDAL, como «bilin-
güismo íntimo y popular que por tradición viene practicándose», no
es sino la forma en que en Francia, Alemania, Gran Bretaña, Italia,
Luxemburgo, etc., se entiende el «bilingüismo», usando las lenguas
regionales en un ámbito privado pero no público o institucional. En
esta línea coincidente con aquello que es realmente Europa estaría
también Miguel DE UNAMUNO, cuando considera «un hecho lleno de
significación viva el que la lengua castellana sea la lengua oficial de
España» (En torno al Casticismo), o VALLE-INCLÁN, cuando contem-
pla el futuro de España a través de las posibilidades del idioma espa-
ñol (La lámpara maravillosa).

En la actualidad, esta misma línea «europea» se sigue, por ejem-
plo, por Ramón TAMAMES, cuando afirma que «ignorar el buen uso
del castellano, de la lengua española oficial del Estado sería una ope-
ración nefasta y empobrecedora» (Ramón TAMAMES, La España alter-
nativa), o Javier TUSELL, quien también llega a discrepar de la exi-
gencia del catalán para acceder a la función pública (España, una
angustia nacional).

En España ha arraigado el «mito de la lengua» sin considerar el
contexto general europeo. Hoy, Spain is different.

La propia comprensión de los conceptos de «lengua» o «dialecto»
tampoco parece coincidente en España y en Europa. Entre nosotros
encuentra especial predicamento el criterio según el cual para que
un dialecto pueda ser considerado lengua basta con la existencia de
fuentes literarias escritas. En cambio, en Alemania, R. HINDERLING,
en el trabajo citado, lleva la cuestión acerca de qué es dialecto o len-
gua a un ámbito estrictamente político. En Francia, según R. BRE-
TÓN, el dialecto es propio de una región y la lengua tiene, en cambio,
alcance nacional. Por tanto, si fomentamos los dialectos estaremos
fomentando la creación de un Estado dentro de otro Estado.

Similar es la diferente reacción que en España y Francia suscita,
entre los intelectuales, la materia lingüística. En España suele identi-
ficarse desde hace tiempo el progresismo intelectual con la defensa
de las lenguas regionales.

En cambio, es significativo cómo en Francia los intelectuales opi-
nan todo lo contrario: es preciso defender «la República contra Ba-
bel», dice F. MÉLIN-SOUCRAMAIEN (38).

(38) La Republique contre Babel Á propos de la decisión du Conseil Constitutionnel n.°
99-412 du 15 juin 1999, Chartre européenne des langues regionales ou minoritaires, «Revue
de Droit Public», 4, 1999, págs. 985 y ss.
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Los intelectuales franceses (quienes no dudarán en apoyar cual-
quier mitin reivindicativo en favor de los derechos lingüísticos de
grupos minoritarios cuando se trata de un país distinto del suyo; por
ejemplo, en México en favor de los zapatistas) llegan a reaccionar en
contra del Estado francés cuando éste concede la insignificante pre-
benda a los corsos de poder enseñar (en francés) una asignatura de
corso en las escuelas (39). Aprendamos, pues: el intelectual puede
colaborar con la Nación.

Es significativo que muchos españoles, cuando viajan a Europa,
no constaten la realidad de la política europea en materia lingüística,
para propugnar en España un cambio. En efecto, actualmente la po-
lítica lingüística de cualquier Estado europeo podría llegar a ser in-
constitucional en España (y acaso ultraderechista) por atentar con-
tra las bases mismas del vigente régimen jurídico estudiado supra.

4. EL RÉGIMEN DE LAS LIBERTADES LINGÜÍSTICAS,
¿«ASUNTO DE TRASCENDENCIA EUROPEA»?

Pensando en clave europea, es planteable hasta qué punto no de-
berían gozar, las distintas lenguas regionales presentes en los Estados
europeos, de un régimen jurídico similar. No parecen lógicas, en di-
cha clave, las diferencias existentes. España no es diferente de Europa.

Pensando en clave europea, es contradictorio que una misma len-
gua (v. gr., el vasco) llegue a disfrutar en un Estado miembro de las
más amplias prerrogativas concebibles mientras que en otro Estado
se ignore su existencia. ¿Por qué no empiezan a invocarse estos argu-
mentos?

Algún paso se ha dado en la dirección de considerar que estamos
ante un asunto de trascendencia europea. Aunque no concretamente
por las instituciones de la Unión Europea, donde prima la voluntad
de los grandes Estados.

Me refiero más bien a la «Carta europea de las lenguas regionales
o minoritarias» del Consejo de Europa, aprobada en Estrasburgo el
5 de noviembre de 1992, y donde se obliga a los Estados firmantes a
reconocer el derecho al uso de las lenguas minoritarias y regionales
dentro de los marcos establecidos en dicha Carta.

Pero, confirmando las reflexiones que hemos venido realizando,
los Estados europeos comparables a España (Alemania, Francia, Ita-
lia, Gran Bretaña) que ratifican la Carta consiguen sutilmente desvir-

(39) Entre múltiples noticias, puede verse la del periódico «Le Monde» de 6-7 de
agosto de 2000, pág. 5.
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tuar su sentido propio. También en este punto se ponen de manifies-
to las claras diferencias entre España y otros Estados europeos. Veá-
moslo.

5. DE CÓMO PUEDE RATIFICARSE ELUDIÉNDOSE EL SENTIDO
DE LO RATIFICADO

A) La «Carta europea de las lenguas regionales o minoritarias»
en Europa

Es en efecto ingeniosa, primeramente, la reacción del Estado ale-
mán. En principio, ratifica éste la Carta el 16 de agosto de 1998, no
escatimando elogios hacia aquélla y hacia las lenguas europeas no
nacionales existentes en Europa como patrimonio de la rica cultura
europea, digna de especial protección por todos los Estados.

Pero, tratándose del Estado alemán, resulta que la citada Carta
no afecta a las lenguas o dialectos alemanes más característicos des-
de siempre en Alemania, tales como el bávaro, el sajón, el suavo, el
franco, o los hablados en la zona de Colonia, Berlín, Badén, etc.

Para ello, la justificación se encuentra esta vez en que «la Carta
no contiene qué haya de entenderse por lengua regional minorita-
ria» (40).

El sentido de la Carta se desvirtúa calificando las lenguas alema-
nas como dialectos para eludir de esta forma su aplicación. Considé-
rese que la Carta se aplica a lenguas, no a dialectos.

Y, sin embargo, es preciso tener en cuenta que el «sentido» genui-
no de la «Carta europea de las lenguas regionales o minoritarias» no
es sino el de propiciar, por fin, una ocasión para proteger las lenguas
más representativas de los grandes Estados alemanes (Alemania, Ita-
lia, Francia o Gran Bretaña, etc.) como consecuencia de su someti-
miento a una lengua oficial influyente.

La ratio está en el sentido político de la Carta, en la protección de
las lenguas «nacionales» ocultas bajo el dominio de la lengua nacio-
nal unificadora y oficial. El quid de la Carta está en proteger aquellas
lenguas que pueden llegar a oponer carácter frente al poderío de la
lengua del Estado nacional francés, alemán, italiano o británico, en-
tre otras.

(40) Véase Ministerio del Interior, Erster Bericht der Bundesrepubtik Deutschland
gemáss Artikel 15 Absatz ¡ der Europaischen Charla der Regional- oder Minderheitenspra-
chen, Bonn, 2000; asimismo, Report, del Estado alemán, On the Protection ofllie National
Minoríties and of Other Ethnic groups tradilionally residen! in the Federal Republic of Ger-
many for presentation at the 4th OSCE lmplemenlation Meeting on the Human Dimensión
to be held in Warsaw on October 26-November 6, 1998.
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El Estado alemán remite la aplicación de la Carta a lenguas cuya
existencia misma ignora, sin duda, la mayor parte de los nacionales
alemanes, tales como el habla de ciertos daneses del norte de Alema-
nia, los frisios y los Sinti y Roma (colectivos desconocidos, al pare-
cer de etnia gitana) y los Sorben, una minoría eslava de Sajonia de
dimensiones numéricas igualmente insignificantes, así como el Platt-
deutsch (ésta sí una lengua alemana conocida).

No se ha aprovechado, pues, esta magnífica ocasión, que brinda-
ba la Carta, para fomentar y recuperar las clásicas e históricas len-
guas regionales alemanas respecto de las cuales se plantearía una
problemática político-lingüística.

Respecto del Estado francés, basta con citar una importante De-
cisión del Consejo Constitucional francés, núm. 99/412, de 15 de ju-
nio de 1999, donde (sin comentarios) se declara que la «Carta euro-
pea de las lenguas regionales o minoritarias» «contiene ciertas cláu-
sulas contrarias a la Constitución por conferir derechos específicos a
grupos de hablantes de lenguas regionales o minoritarias en el inte-
rior de territorios en los cuales estas lenguas son habladas [lo que]
implica violación de los principios constitucionales de indivisibilidad
de la República, de igualdad ante la Ley y de unidad del pueblo fran-
cés» (41).

En Francia el objeto de atención es la protección de la lengua
francesa (42). Se reconoce expresamente «que si Francia se compara
con la mayor parte de los Estados europeos, aquélla no se distingue
precisamente por el respeto de las regiones y las lenguas minorita-
rias». Tan extrema es la defensa del monopolio lingüístico en Francia
en favor del «francés» que ha tenido que decirse que «el rigorismo
centralizador pudo comprenderse en la época del siglo xvm pero no
actualmente» (43). Pero lo importante no son las voces aisladas, sino
el panorama general al que nos hemos referido.

En Italia, la reciente Ley 482/1999, de 15 de diciembre, proclama
la lengua italiana como lengua oficial de la República y contiene un
catálogo de las minorías lingüísticas que consigue excluir del ámbito
de la Ley los grupos dialectales italianos.

«En los estatutos regionales del Piamonte, Véneto, Molise, Basili-
cata y Calabria se han incluido también previsiones de formas de

(41) Sobre el tema, i. P. CAMBY, Le Conse.il constitutionnel et la ¡cingue francaise, «Re-
vue de Droit Public», 6, 1994, págs. 1663 y ss.; P. FRAISSEIX, La France, les langues regiona-
les et la Charte européenne des langues regionales et minoritaires, «Revue francaise de droit
administratif», 1, 2001, págs. 59 y ss.

(42) J. Y. FABERON, La protection juridique de la langue francaise, «Revue de Droit Pu-
blic», 2, 1997, págs. 323 y ss.

(43) Ambos textos entrecomillados proceden de M. FRANGUI, Les collectivités locales
face aux langues regionales, «AJDA», núm. 4 (2000), pág. 300.
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protección de las minorías, pero las iniciativas legislativas encamina-
das a desarrollarlas (así como aquellas propuestas en otras regiones,
entre ellas La Cerdeña y Sicilia) fueron obstaculizadas por el Gobier-
no central bajo el argumento (en un primer momento admitido tam-
bién por la Corte Constitucional) de que la competencia legislativa
en materia de tutela de las minorías lingüísticas se encontraba reser-
vada al Estado» —PIZZORUSSO (44)—.

«Ha prevalecido la tesis —sigue diciendo PIZZORUSSO— según la
cual las minorías lingüísticas a las que se refería el artículo 6 serían
solamente aquellas de lengua alemana de la provincia de Bolzano, la
de lengua francesa del Valle de Aosta y la de lengua eslovena de la
frontera oriental». Es decir, al igual que Alemania, Francia o Gran
Bretaña, no quedan afectadas las lenguas nacionales, sino en este
caso lenguas habladas en territorios tradicionalmente no italianos.

Con este tipo de actitudes la última oportunidad parece haberse
perdido en Europa, sin que parezca representar trauma alguno, en es-
tos Estados, la «pérdida de la riqueza y patrimonio cultural que ello re-
presenta».

El propio Consejo de Europa llega a facilitar, en el fondo, la in-
aplicación de la Carta desde el momento en que permite su inaplica-
ción respecto de los «dialectos» de la lengua o lenguas oficiales del
Estado en cuestión. Basta, pues, con que un determinado Estado ca-
lifique una lengua como dialecto.

Y no sino en torno a temas como éste (el lingüístico) es como se
manifiesta en realidad el grado de autodeterminación o desarrollo de
las regiones (por encima de las denominaciones y, dentro de ellas, la
de Estado federal, por ejemplo). El Estado español pasa a ser la
avanzadilla en Europa del modelo regionalista y un claro punto de
referencia para alsacianos, bretones, corsos, bávaros, sajones, luxem-
burgueses, etc. —no en vano los piamonteses toman como referencia
a Cataluña para pretender llegar a un esplendor semejante para Pia-
monte (45)—.

Por supuesto que las lenguas alemanas o las francesas o italianas
o británicas no son, por su naturaleza, de una calidad inferior que
las lenguas españolas. Más bien uno puede dudar de que nuestra ri-
queza cultural sea desproporcionadamente mayor que la de otros
Estados como Francia o Italia.

(44) Véase A. PIZZORUSSO, «Revista Vasca de Administración Pública», 58, 2000, págs.
249 y ss.

(45) Véase L'Albo Ufficiale dei Docenti di Lingua Piamontese, Torino, 1998.
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B) La «Carta europea de las lenguas regionales o minoritarias»
en España

En principio, el derecho al uso de la lengua regional se prevé, en
dicha Carta, en unos términos tales que, en el caso concreto de nues-
tro país, la aplicación de dicha Carta llevaría más a reducir que a au-
mentar el papel de las lenguas regionales.

Es preciso tener en cuenta que el sistema previsto en aquélla con-
siste en el establecimiento de un cuadro o conjunto de opciones (en
favor de las lenguas minoritarias o regionales) dentro de las cuales
los Estados firmantes pueden elegir. El Consejo de Europa se da por
satisfecho si los Estados llegan a comprometerse al cumplimiento de
35 apartados de la Carta, a su elección. España anuncia que va a to-
mar 67 apartados (46).

Por otra parte, España afirma que con la ratificación de la Carta
se protegerán las lenguas cooficiales del País Vasco, Navarra, Catalu-
ña, Valencia, Galicia y las Islas Baleares, conforme a sus Estatutos
de Autonomía. Sería planteable hasta qué punto la «minoría» que
necesita protección es la de los hablantes de catalán, o si esta «mino-
ría» digna de protección la representan más bien los castellano-
hablantes en Cataluña.

En este contexto, la actitud del Consejo Constitucional francés,
antes comentada, puede contrastarse con la STC 236/1991, donde el
TC español se declara abierto a cualquier recepción en nuestro Esta-
do de las disposiciones de Derecho comunitario relativas al régimen
lingüístico (por alusión, en este caso, a la lengua catalana) (47).

En este sentido, las lenguas españolas regionales empiezan a con-
seguir un status especial en su favor, por parte de las instituciones co-
munitarias, como, por ejemplo, lo corrobora la Resolución del Parla-
mento Europeo A3-169/90, de 11 de noviembre de 1990, sobre la si-
tuación de las lenguas en la Comunidad y la de la lengua catalana
(48), donde se presupone el reconocimiento de esta concreta lengua,
proponiéndose, entre otras medidas, la publicación en catalán de los
textos normativos fundamentales de las Comunidades Europeas (49).

(46) «BOCG» núm. 359-4, serie C, de 29 de diciembre de 1999. Recientemente, la Car-
ta se ha ratificado por España («BOE» núm. 222, de 15.9.2001).

(47) Véase D. ORDOÑHZ SOLIS, Descentralización nacional v Unión Europea desde la
perspectiva española, «Comunidad Europea Aranzadi», núm. 11, noviembre 1999, págs. 31
y ss., de quien tomo esta referencia.

(48) «DOCE» núm. C 19, de 28 de enero de 1991 (citada también en la Ley catalana
1/1998, de 7 de enero, de Política Lingüística).

(49) Puede verse la noticia en la «Gaceta de los Negocios» de 11 de septiembre de
2000, pág. 2: «Las autonomías Cataluña y País Vasco, a exprimir Bruselas».
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6. CONCLUSIÓN

Hemos querido (no sé si conseguido) limitarnos a la constatación
de un hecho: la diferencia existente entre España y el resto de los Es-
tados de Europa (50).

Un plano diferente a éste, propiamente científico, es el de la «va-
loración» de dicha diferencia, es decir, las consecuencias políticas.
Las valoraciones posibles (sin decantarnos en principio en favor de
ninguna de ellas) serían las siguientes:

— Reconocer que la «diferencia de España» proporciona un
ejemplo a toda Europa de generosidad por parte del Estado frente a
sus regiones, o incluso que el modelo español puede servir de refe-
rencia a otros Estados del viejo continente, a efectos de un mayor re-
conocimiento de los derechos de colectivos tales como los corsos, los
alsacianos, los vascos de Francia, los escoceses, los galeses, los pia-
monteses, los bávaros, los luxemburgueses, y un largo etcétera.

— Discutir si España no debería retomar el rumbo europeo afir-
mando un régimen lingüístico como el de Alemania, Francia, Italia o
Gran Bretaña (los Estados comparables con España), es decir, de uti-
lización exclusiva del español en un plano público e institucional,
considerando que no hay razones esenciales que obliguen a afirmar
en España un modelo diferente del que impera en dichos Estados
(«España no es diferente»). Se trataría de normalizar el español para
que recupere la misma condición que, respectivamente, en Alemania
tiene el alemán, en Francia el francés, en el Reino Unido el inglés o
en Italia el italiano.

— Afirmar lege ferenda la necesidad de una coordinación o apro-
ximación de regímenes jurídicos, a nivel europeo, considerando que,
en clave europea, no se justifican las diferencias tan acusadas entre
Estados europeos que guardan una afinidad esencial.

(50) Véase también S. GONZÁLEZ-VARAS IBÁÑEZ, España no es diferente, ensayo, Edito-
rial Tecnos, febrero 2002.
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